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de julio, que a pesar de no existir en la cláusula final de la 
Constitución, ni en ningún otro pasaje del Texto constitucional 
precepto alguno que establezca su retroactividad en términos 
generales o en relación con los derechos fundamentales, la Comti­
tución tiene la siglúficación primordial de eSUiblecer un orden de 
convivencia, singulil.rmente en relación con derechos fundamenta­
les y libertades públicas, debiendo por ello reconocerse que puede 
afectar a actos posteriores a su vigencia que deriven de situaciones 
creadas con anterioridad, ya que, además, la Disposición transito­
ria segunda, 1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 
admite el recurso de amparo contra actos o resoluciones anteriores 
que no hubieran agotado sus efectos. 

Pero esta doctrina de carácter general debe ser concretada caso 
por ca50, teniendo en cuenta sus peculiaridades, sin admitir en 
ningún supuesto una retroactividad de grado máximo que con­
duzca a aplicar, sin más matización, una norma constitucional a 
una relación jurídica, ;,sin tener en cuenta que fue creada bajo el 
imperio de una legalid?,d anterior, así como la época en que 
consumió sus efectos. 

En el caso de autos nos encontramos con tres Sentencias, la 
última, definitiva y con efecto de cosa juzgada, con fecha de 21 de 
junio de 1965. Nos encontramos, por tanto, ante una situación 
plenamente agotada trece años antes de la vigencia de la Constitu­
ción, sin que exista después de ésta acto alguno posterior derivado 
de la misma. 

En contra de ello es manifiestamente inaceptable el argumento 
de que la situación que se estima vulneradora de los derechos 
fundamentales invocados se ha perpetuado, pemlaneciendo igual 
desde que se realizó el acto de desmonte y almacenamiento de la 
escultura, pues es obvio que esto ocurre siempre que las consecuen­
cias de actos humanos no son restituidas por un acto posterior, y 
así sucede, por ejemplo, con todas las indefensiones que pudieran 
haberse producido en los procesos judiciales, fenecidos antes de la 
vigencia de la Constitución o con todos los atentados a la libertad 
ideológica o a la libre circulación de personas realizados con 
anterioridad a la Constitución, y es claro que, de aceptarne la tesis 
de la demanda, se abriría el recurso de amparo a todos esos 
supuestos o análogos con la consecuencia inadmisible de aceptar 
que este proceso constitucional debe remediar toda aquella situa­
ción anterior a la Constitución, cualquiera que sea su fecha, que 
pudiera resultar vulneradora de los derechos fundamentales que en 
la misma se instauran, incluidas las que hubiesen sido objeto de 
procedimientos judiciales '1 mantenidas en Sentencias firmes de 
acuerdo con la legalidad VIgente en su momento. 

Debe, por tanto, declararse que, no permitiendo nuestra Consti­
tución una retroactividad de grado máximo, los derechos funda­
mentales ejercitados aquí por la demandante no fueron vulnerados 
por un acto realizado el año 1962, en e! que esos derechos no 
estaban constitucionalmente garantizados. 

4. A igual conclusión desestimatoria se llegaría si, aceptando 
los télminos en que se tormula el amparo, se entendiese que éste 
no va dirigido contra un hecho pasado -el desmontaje y almacena­
miento de la obra e:;cultórÍca-, ocurrido el año 1962 y creador en 
aqu,~l 'tiempo de una 5i!uación, cuyos efectos jurídicos quedaron 
total y definitivamente agotados por la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 21 de junio de 1965, sino que se promueve contra un 
hecho -el almacenamiento de las pi.ezas desmontadas de la obra··-

9278 Sala Primera. Recurso de amparo núm. 85/1986. 
Sentencia núm. 36/1987, de 25 de marzo. 

La SaIa Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por 
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Francisco 
Rubio Llorente, don Luis Díez-Picazo y Ponce de León, don 
Antonio Truyol Serra, den Eugenio Día Eimil y don Miguel 
Rodríguez-Pillero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciado 

EN NOJViBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

.En el recurso de amparo, promovido por d Procurador de los 
Tnbunales don Gonzalo Reyes Martin-PllJacín, en nombre v 
representación de don Salvador García-Zarco García-Caro, asistidó 
por el I;etrado don Ramón Alba Alarcos, impugnando diversas 
R('csoiuclOnes de la M:agistratura de Trabajo núm. 10 de Madrid 
!ecaída~ en procedimiento sobre despido seguido contra él ~ 
mstancm. de don Casimiro Ruedas Mora, por supuesta violación 
del~erectw ~la tutela judicial efectiva reconocido en el arto 24 de 
la Constltl.C1'Jú. 

que está realmente presente, con plena actualidad, en el momento 
de entrada en vigor de la Constitución, y que, por ello, desde el 
primer día en que ésta se produce, constituye una vulneración de 
los derechos fundamentales reconocidos en sus "ris. 20.1 b) Y 18.1 
que legitima la interposición del recurso de amparo para obtener s~ 
protección, al margen de todo problema de derecho transitorio. 

En tal supuesto, seria de considerar q\H! el recurso de amparo no 
es una garantía procesal q-ue pueda ser eficazmente utilizada por el 
mcurrente en cualquier fecha o momento, se~ún su libre voluntad 
sino que viene sometida al ineludible reqmSltO temporal de se; 
promovida dentro del plazo al cual la somete la Ley, de forma tal 
que su observancia es condición necesaria para la apertura del 
proceso a la cuestión de fondo. _ 

Este plazo no ha sido respetado en el supuesto de autos, pues 
en la propia tesis de la demanda, la alegada vulneración d~ 
derechos fundamentales se habria producido el 28 de diciembre de 
1978, en que comenzó la vigencia de la Constitución por mandato 
de su disposición final, y el plazo de veinte días previsto en el 
artículo 44.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional se 
habria iniciado el 15 de julio de 1980, según lo establecido en el 
Acuerdo de! Pleno de este Tribunal de 14 del mismo m~;s 
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de igual (Ha, y, po; 
tan.to, la presente pretensión de amparo incurriría en innegable y 
manifiesta extemporaneidad, ya se tome como fecha inicial de su 
ejercicio la del amparo judicial -8 de marzo de 1984-, ya la de este 
amparo constitucional -10 de enero de 1986. 

Acoger el criterio contrario sería tanto como admitir que las 
situaciones que, en virtud de la vigencia de la Constitución 
pudieran merecer la calificación de vulneradoras de derecho~ 
fundamentales reconocidos en ella podrían ser impugnadas en 
amparo constitucional si así lo decidiera el recurrente en cualquier 
fecha posterior a dicha vigencia, aunque estuvieran alejadas del 
comienzo de ésta seis años, según ocurre, como mínimo, en el caso 
aquí contemplado. 

Esta consecuencia es claramente inaceptable y, en su virtud, de 
superarse la desestimación de la demanda, por los argumentos de 
irretroactividad de la Constitución que se dejan más arriba 
expuestos, se desembocaría ineludiblemente en su inadmisión por 
extemporaneidad, convertida en esta fase procesal en causa de 
desestimación. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, 
POR LA AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA, 

Ha decidido 

Denegar el amparo solicitado por doña Juana Concepción 
Francés de la Campa. 

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». 

Dada en ~;1adrid a dieciocho de marzo de mil novecientos 
ochenta y siete.--Francisco Tomás y Valíente.--Francisco Rubio 
Llorente.-Luis Diez-Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol 
Serra.-Eugenio Díaz EimiL-Miguel Rodriguez-Pifiero y Bravo­
Ferrer.-Finnados y rubricados. 

Han sido partes el Ministerio Fiscal y la Procuradora de los 
Tribunales doí'la María José Millán Valero, actuando en nombre y 
representación de don Casimiro Ruedas Mora. asistida de Letrado. 
Há sido Ponente el Magistrado don Luis Diez-Picaza y Ponce de 
León. 

I. ANTECEDENTES 

1. Según dice la demanda origen de este recurso de amparo, e] 
día 15 de febrero de 1985, don Casimiro Ruedas ?y,1ora pres;nto 
demanda por despido ante la Magistratura de TrabajO ~e Ma.~ni' 
contra don Salvador García-Zarco Garda-Caro. La MagIstratura de 
Trabajo núm. 10, a la que correspondió conoce!" por turne: '1 
reparto, dictó Sentencia el día 11 de abril de 1985, declarandO e . 
despido improcedente y condenando al empresario, hoy demag; 
<;lante de ~m-l'aro, a read.rnitir. ~l trabajador. El ?ía 21 d: o.ctuvctictó 
1985, en InCIdente de eJeCUClOn de la SentenCIa de de,pldo, al . 
la Magistratura Auto declarando resuelta .la rela~ión. ~aboronl 
condenando al empresario al abono de una mdemmzaclOn ec 
mica al trabajador, por no haber1~ readmitido. _ _ no ha 

~o obstan!e, .el recurrent~ -~egun la demanda CJe amparo cia del 
temdo conOClnllento en mngun momento de la eXl~tenxístido 
proceso. De hecho, llegó a saber que _ el 'pro~~so habla e ecció~ 

¡ según afirma, ai recibir cinco actas de hqUldaclOn de la Insp 
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de Tra~o por falta de alta Y por descubiertos de cotización a la 
Seguridad SociaJ del señor Ruedas Mora, actas que son de fecha S 
de diciembre de 1985, Y que fueron n:cibidas por el recurrente el 
día 12 del mismo mes y año. Comparecido en Magistratura 
comprobó el demandante que la providencia de 19 de febrero de 
1985, citándole a juicio, fue devuelta por el servicio de correos, 
consignando en el sobre, ausente en horas de reparto». Por 
providencia de 12 de marzo de 1985, la Magistratura habla 
acordado citar por edictos al hoy demandante de amparo, y as! lo 
hizo ya sucesivamente cuantas veces fue precisa la citación o 
notificación, y publicada la Sentencia en el correspondiente «Bole­
tín Oficia\Jt el dia 22 de mayo de 1985, se acordó su ejecución por 
providencia de 9 de mayo de 1985, dictándose el Auto que la 
resuelve el dia 21 de octubre de 1985, Y publicándose el 16 de 
noviembre de 1985. 

Cuando el dentandado tuvo conocimiento de la Sentencia 
hablan transcurrido ya los plazos I"'f& interponer cualquier tipo de 
recurso contra ella. No obstante, dirigió un escrito a la Magistratura 
núm. 10 de Madrid el dia 30 de diciembre de 1985, en el que se 
hizo constar que la Magistratura habia vulnerado el art. 33 de la 
Ley de Procedimiento Laboral, violando su derecho a poder 
defenderse en juicio (art. 24 de la Constitución) y solicitando su 
personaci6n en el procedimiento y en la vfa de apremio. 

Por providencia de 30 de diciembre de 1985 se dio cuenta del 
recibo del escrito y se dictó providencia en la que se decide que, 
aunque en ese momento no se sigue ante la Magistratura procedi­
miento de apremio alguno, si en el futuro se produjera alguna 
actuación más, se entenderán las djligencias con el representante 
por él desi$nado. 

2. Enuende el recurrente en su demanda de amparo que se ha 
vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva, tal como está 
previsto en el art. 24.1 de la Constitución, al haberse procedido a 
la citación por edictos, y no al empJazamiento personal, de modo 
que ha llegado a su conocimiento la existencia de un proceso 
decidido por Sentencia cuando ya no le era J'Osible recurrir contra 
ella, siendo asl que era un industrial conOCIdo en la población en 
que residía, con domicilio en la calle que figuraba en el censo desde 
1981, Y que ni siquiera era desconocido del propio servicio de 
Correos, pues la carta no fue devuelta por «desconocido. en las 
señas de referencia, sino por «ausente en horas de reparto». Por lo 
anterior, solicita de este Tribunal que dicte Sentencia en la que se 
declare la nulidad de las Resoluciones recurridas -providencia de 
12 de marzo de 1985, Sentencia de 11 de abril de 1985, Y Auto de 
21 de octubre de 1985-, retrotrayéndose las actuaciones al 
momento de la citación para el juicio. 

3. Por providencia de 19 de marzo de 1986 se admitió a 
trámite la demanda de amparo y en aplicación de lo dispuesto en 
el arto S 1 de la Ley Orgánica del Tribunal se dirigió comunicación 
a la Magistratura de Trabajo núm. lO de Madrid, a fin de que 
remitiera las actuaciones (o certificación o fotocopia adverada) del 
procedimiento sobre despido núm. 271/1985, en el que recayó la 
Sentencia de 11 de abril de 1985 y el Auto de ejecuClón de 21 de 
octubre del mismo año y ordenando, asimismo, que se emplazara 
a quienes hubieran sido parte en el procedimiento para que en el 
plazo lepl pudieran comparecer ante este Tribunal. 

En ejecución de la mencionada providencia, la Magistratura de 
Trabajo núm. 10 de Madrid remitió las correspondientes actuacio­
nes y compareció en el proceso de amparo la Procuradora de los 
Tribunales doña María José MiUán Valero, en la representación 
que antes se ha indicado de don Casimiro Ruedas Mora. Tras todo 
ello, por providenCia de 7 de mayo de 1986, se dio vista de las 
actuaciones a la parte recurrente, a la parte recurrida y al Ministerio 
Fiscal para que, en el plazo correspondiente, pudieran efectuar las 
alesaciones que determina el art. 52 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional 

La representación del solicitante del amparo tuvo por reprodu­
cidas las manifestaciones realizadas en su escrito de demanda. El 
Ministerio Fiscal, en su escrito de alegaciones, ha solicitado que se 
dicte Sentencia otorgando el amparo pedido por la representación 
de don Salvador Garcia-Zarco Garcia.:caro. Tras hacer una exposi­
ción de los hechos y_de las normas legales y constitucionales 
aplicables, señala el Ministerio Fiscal que en el presente caso, el 
domicilio de la parte demandada venía expllcitamente cons~o 
en la demanda. Sin embargo, la citación de aquélla para el Juicio, 
ordenado en providencia de 19 de diciembre de 1985, se realiz6 por 
correo certificado, pero no se completó la citación porque el acuse 
de recibo aparece sin firma y con la nota ausente en horas de 
reparto, devuelto •. Esta nota fue interpretada por el Magistrado 
como equiValente a falta de constancia del domicilio del interesado 
o ignorancia de su paradero y, a partir de aquel momento, todos los 
actos de comunicación se entendieron con él a través de edictos 
publicados en el «Boletín Oficial de la Comunidad Autónom ... 
Esta manera de cumplir formalmente con las previsiones legales no 
parece que pueda satisfa= las exigencias constitucionales del 
art. 24.1 de la Constitución. En este caso la formalidad no ha sido 

plenamente cumplida, ya que no se ha verificado la citación por 
correo de manera completa y se ha acudido a la publicación por 
edictos, no obstante conocerse el domicilio del demandado y no 
acreditarse que éste se encontrara en ignorado p&!lldero. Por otra 
parte, ni la Sentencia de 11 de abril de 1985, Dl el Auto de 21 de 
octubre se intentaron notificar personalmente al destinatario. 

Tal actuación del ór¡ano judicial ha impedido utilizar al 
demandado los medios para su defensa, ha obstaculizado la 
contradicción en el proceso y, en fin, ha lesionado el derecho 
contenido en el art. 24.1 de la Constitución. 

Por su parte, la ~ntación de don Casimiro Ruedas Mora 
señala que en la tramitación del recurso de amparo constitucional 
no se han cumplido los requisitos formales establecidos en el 
art. 50 de la Ley Orgánica y ello porque habiendo tenido conoci­
miento el recurrente de la uamitación de los autos 271 de 1985 el 
día 12 de diciembre de dicho año, según sus propias manifestacio­
nes, hasta el 30 de diciembre de 1985 no cumplió lo dispuesto en 
el art. 44.1 c) de la Ley Orpnica del Tribunal Constitucional, 
.iendo as! que debería haber mvocado formalmente el pretendido 
derecho al dia siguiente de aquel en que conoció la existencia del 
procedimiento de despido. Tampoco se ha cumplido, en opinión de 
esta parte, el plazo para interponer recurso de amparo, según lo 
dispuesto en el art. 44.2 de la Ley Orgánica mencionada, pues, a 
juicio de dicha parte, el plazo debió empezar a contarse a ¡>artir del 
momento en que el recurrente manifestó tener conocinuento del 
proc:edimiento de despido. 

En cuanto al fondo del asunto, entiende esta parte, que el 
Magistrado de Tra~o actuó de forma correcta, ya que habiendo 
comprobado las anotaciones efectuadas por el servicio de Correos, 
entendió correctamente que la carta permaneció en dicho servicio 
a disposición del hoy recurrente y, si éste no pasó a retirarla, 
procedió a devolverla al remitente. 

4. Por providencia de 7 de enero del corriente año se seilaló 
para la deliberación y votación de este recurso de amparo el dia 4 
de marzo siguiente, qUedando concluida el dia 18. 

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1. El art. 44 de la Ley Orgánica de este Tribunal exige como 
requisito para la viabilidad de un recurso de amparo constitucional, 
entre otras cosas, el haber invocado formalmente en el proceso 
-cuando las violaciones tengan su origen inmediato y directo en 
actos u omisiones de los ólJaDos jurisdi~"¡onales- el derecho 
constitucional vulnerado y eXIge que esta invocación se haga tan 
pronto como una vez conocida la violación hubiera lugar para ello, 
pero no impone un término perentorio para llevar a cabo tal 
mvocación, ni la precluye. En este caso es claro que, ausente el 
interesado del procedimiento judicial, sólo pudo hacer la invoca­
ción discutida en el escrito en el que se personó ante el ó""no 
jurisdiccional correspondiente. Y es lo Clerto que en el pnmer 
escrito que presentó ante la Magistratura de Tra~o, personándose 
en la fase de ejecución de Sentencia, denunció expresamente la 
violación de derechos constitucionales de que creia haber sido 
obl"eto y anunció, además, la interposición de amparo constitucio­
na , lo que es suficiente para tener por cumplido el requisito del 
mencionado art. 44 de la Ley OrP.nica de este Tribunal, por lo que 
decae la primera de las excepctones formuladas por la parte 
demandada. 

Y, asimismo, debe decaer también la segunda, en la que se 
denuncia la int~sici6n del recurso de amparo de forma extem­
pránea, pues si bien es cierto que la providencia que recayó en 30 
de diciembre se limitó • tener por personado al actual solicitante 
de amparo, no es menos cierto que ante la denunciada violación de 
derechos constitucionales, pudo y debió el ór¡ano jurisdiccional 
adoptar alguna medida para Su salvaguardia, por lo que es esta 
resolución la que determina el oómputo del plazo de interposiClón 
del recurso de amparo. 

2. Por la que se refiere al fondo del asunto, es ~so destacar 
que los actos de comunicación del órgano jurisdiccional con las 
partes poseen una especial transcendi:ncia, por cuanto son los 
medios idóneos para que la tutela judicial sea efectiva, como eXIge 
el arto 24 de la Constitución y ello es especialmente relevante en el 
emplazamiento que se hace a quien ha de ser o puede ser parte en 
el procedimiento, aunque todavia no lo es, pues en tal caso el acto 
de comunicación es el necesario instrumento que facilita la defensa 
en el proceso de los derechos e intereses cuestionados, como señaló 
la Sentencia de este Tribunal de 13 de enero de 1983 y como han 
puesto de relieve después las sentencias de 14 de marzo de 1984 y 
de 26 de noviembre de 1985. La Sentencia de 14 de marzo de 1984 
(Sentencia 37/1984) señaló la existencia de deberes específicos del 
órgano jurisdiccional en orden al aseguramiento de la efectividad 
real del emplazamiento, dado que éste se convierte en instrumento 
ineludible para garantizar el derecho de defensa y para asegurar que 
el demandado pueda comparecer en el juicio y defender alli sus 
-posiciones frente a la parte demandante. La Sentencia de 26 de 
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noviembre de 1985 Ieñaló. además, que el art. 24.1 contiene un 
mandato alleaislador y • los intérpretes que consiste en promover 
la defensa, en la medida de lo posible. mediante la correspondiente 
contradicción y que ello conduce a establecer el emplazamiento 
personal de los que bao de comparecer como demandados, siempn: 
que ello ..,. lilctible. porque las personas aean conocidas e 
identificables y la fiIlta de emplazamiento personal puede, llegado 
el caso, constituir lesión constitucional. 

Sintetizando el espíritu de lo dicho basta aquí por este Tribunal, 
ba de entenderse que la regulación de los actos de comunicación en 
el ~. y en especial efe los emplazamientos, queda deferido al 
lepslador. quien debe adoptar las cautelas y prantías necesarias 
para asesurar la efectividad del derecho de aoceso al proceso y que. 
al mismo tiempo. impone unos espeefficos debe .... de colaboración 
y de esmero de los órpnos jurisdiccionales, a fin de que la 
efectividad de los emplazamientos y de las notificaciones no se vea 
empañada. No existe obstáculo para que las citaciones. notificacio­
nes y emplazamientos puedan realizarse por correo certificado con 
acuse de recibo. dando fe el Secretario en los autos del contenido 
del sobre remitido y uniéndose a los autos el acuse de recibo. como 
establece el arto 32 de la Ley de Procedimiento Laboral y como 
establece. asimismo. el arto 261 de la Ley de Enjuiciamiento Civi~ 
tras la reforma de 1984. Es de observar, sin embargo. que el 
arto 261 de la Ley de Enjuiciamiento Ovil. norma supletoria de 
todo el Derecho procesal español. excluye las notificaciones por 
correo cuando su destinatario sea o deba ser parte en el juicio o en 
cualquiera de sus instancias y dependa de la comurucación su 
personación en las actuaciones. No puede, por ello, considerarse 
como Ueptima la utilización de un medio como el correo que hoy 
admite también. para las notificaciones, el arto 271 de la Ley 
Or¡ánica del Poder Judicial. Sin embargo. la utilización de los 
servicios de correos no bace concluir e! deber de colaboración de 
los órganos jurisdiccionales, ni permite que en todos los casos en 
que la notificación o emplazamiento Jl!>r correo .... ulte infiuctuosa, 
se acuda a la práctica de la notificaCIón por edictos, pues éste sólo 
es sistema utilizable cuando no conste en las actuaciones el 
domicilio de la persona que deba ser notificada o emplazada o se 
ignore su paradero por haber cambiado de domicilio. Es preciso 
reiterar. desde la penpectiva constitucional de la efectividad de la 
tutela judicial. e! carácter supletorio de las notificaciones por medio 

9279 Pleno.-Recurso de inconstitucionalidad núm. 
685/1984. Serueru:ia mini. J7/1987. de 26 de marzo. 

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don 
Francisco Tomás y Valiente. Presidente. y doña Glona Bogué 
Cantón. don An~l Latorre Segura. don Francisco Rubio Uorente. 
don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don Antonio Truyol Serra, 
don Fernando Garcia-Mon y González-Regueral. don Carlos de la 
Vega Benayas. don Eu¡enio Días Eimil, don Migue! Rodríguez­
Piñero y Bravo-Ferrer. don Jesús Leguina Villa y don Luis López 
Guerra, Magistrados. ba pronunciado 

EN NOMBRE DEL REY 

la siguiente 

SENTENCIA 

En e! recurso de inconstitucionalidad núm. 685/1984. promo­
vido por don Luis Fernández Fernández-Madrid, comisionado por 
cincuenta y tn:s Senado ..... contra determinados articulas de la Ley 
del Parlamento de Andalucía núm. 8/1984. de 3 de julio. de 
Refonna Agraria. Han sido partes el Gobierno, representado por el 
Letrado def Estado; el Parlamento de Andalucía, representado por 
su Presidente. y el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía. 
representado por sus Letrados. Ha sido ponente el Magistrddo don 
Jesús Leguina Villa. quien expresa el parecer del Tribunal. 

L ANTECEDENTES 

1. Por escrito fechado el 27 de septiembre de 1984. don Luis 
Fernández Femández-Madrid, Abogado y Senador. en su propio 
nombre y en el de 53 Senadores más, interpone recurso de 
inconstitucionalidad contra determinados artículos, que se concre­
tan en el suplico. de la Ley 8/1984. de 3 de julio. de Reforma 
Agraria. aprobada por el Parlamento de Ia. Comunidad Autónoma 
de Andalucía, de acuerdo con las alegaciones que. respetando los 
términos literales en que han sido formuladas, se resumen a 
continuación: 

a) La Ley impugnada, en cuanto innova el régimen jurídico 
senera) en materia de expropiación forzosa., infringe los anículos· 

de edictos y su COIISideración como n:medio último para la 
comunicación del órpno jurisdiccional con las partes, que requiere 
e! asolamiento previo de aquellal otras modalidades, que, por 
ofrec::cr mayor aeguridad a la recepción por el destinatano de la 
cédula, dotan de completa efectividad al derecho wya protección 
de derechos se ignora. 

No lo hizo as!. en el ~nte caso. el 6r¡ano jurisdiccional que 
equiparo la nota del servu:io de Correos en la que se decia «ausente 
en horas·de reparto» a ~orancia del paradero o del domicilio. 
procediendo al emplazamiento por edictos. con notoria lesión del 
derecho del actual recurrente en amparo a una tutela judicial 
efectiva, lo que conduce I la estimación del amparo soliCItado. 

FALLO 

En atención a todo lo expuesto. e! Tribunal Constitucional POR 
LA AUTORIDAD Q~ LE CONFIERE LA CONSTITUCION 
DE LA NACION ESPANOLA 

Ha decidido: 

1.0 Estimar e! recurso de amparo interpuesto por don Salva­
dor Garcfa-Zarro y Garcia-Caro. 

2.° Reconocer el derecho del solicitante de este amparo a un 
proceso contradictorio y con todas las prantias. en la demanda de 
despido formulada ante la Magistratura de Trabajo núm. 10 de 
Madrid contra él por don Casimiro Ruedas Mora. 

3.° Restablecer a don Salvador Garcia-Zarro y García-Caro en 
su derecbo fundamental. anulando las actuaciones llevadas a cabo 
en el juicio. con excepción de la demanda Y del escrito de 
personación del demandado. con el fin de que. a través de su 
representación procesal, pueda ventilarse con plena contradicción 
el litigio planteado. 

Publiquese esta Sentencia en e! dIoletin Oficial del Estado». 

Dada en Madrid a veinticinco de marzo de mil novecientos 
ochenta y siete.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio 
Uorente.-Luis Díaz-Picazo y Ponce de León.-Antonio Truyol 
Serra.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-Firmado y rubricados. 

149.1.1.' Y 149.1.18.' de la Constitución, ya que la <::Omunidad 
Autónoma de Andalucía, al i¡uaI que las demás, carece de 
competencia estatutaria para regular las expropiaciones. En efecto, 
el citado arto 149.1.18.' atribuye al Estado la competencia exclusiva 
para legislar sobre eXl'ropíación forzosa, lo que significa que toda 
la legislación exproplatoria, cualquiera que sea el rango de las 
normas en que se contenga, ha de emanar del Estado, pues la 
finalidad de dicho ~to constitucional es mantener una unifor­
midad en la ordenación Juridica de la materia, pudiendo correspon­
der a las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus Estatutos. 
la mera ejecución de aquella legislación. En este sentido debe 
interpretarse lo dispuesto en el art. 15.1.2 del EstatutoCle Autono­
mía de Andalucía (en adelante EAA). que atribuye a la Comunidad 
Autónoma «en el marco de la re¡ulación seneral del Estado. el 
desarrollo legislativo y la ejecución» en materia de expropiación 
forzosa, pues habría de reputarse contraria al mandato constitucio­
nal cualquier inlerpn:tacJón del citado precepto estatutario que 
implicase el reconocimiento a la Comunidad de potestades norma­
tivas de carácter sustantivo en la materia. Sólo al organizar los 
servicios correspondientes podrá aquélla desarrollar la legislación 
estatal. lo Que uene apoyo en los arts. 148.1.1.' de la Constitución 
y l3.1 Y 41.4 del EAA. Por eso carece de fundamento la referencia 
a la lepslación básica del Estado sobre expropiación forzosa que se 
bace en la exposición de motivos de la Ley impugnada, ya no es 
sólo la tipología básica en materia expropíatoria lo que ba de ser 
.... petado por la Comunidad Autónoma, sino toda la normativa 
estatal al respecto. sin que la extralimitación competencial en que 
la Ley impugnada incurre pueda justificarse en las amplias compe­
tencias en materia de agricultura, reforma y desarrollo agrario. y 
mejora y ordenación de las explotaciones _agricolas, que atribuye a 
la Comunidad Autónoma el art. 18.1.4 EAA. pues este precepto 
sólo permite a aquélla hacer uso. en so caso. del instrumento d~ la 
expropiación forzosa, pero respetando estrictamente la legislaCión 
del Estado. tal y como establece en el Real Decreto 1129/1984. de 
4 de abril. sobre traspaso de funciones y servicios a Andalucía en 
materia de reforma y desarrollo agrario. Esta tesis queda avalada 
además por lo dis\lUesto en el art. 149.1.1.' de la Constitución •. que 
reconoce la exclUSiva competencia estatal para regular las con~clo­
nes básicas del ejercicio de los derechos o posiciones jundicas 
fundamentales (Sentencía de este Tribunal núm. 25/1981. de 14 de 
julio), que se justifica en la necesidad de mantener una cierta 


